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Resumen 
La pensión de sobrevivientes, en Colombia, ha de ser reconocida a los hermanos, 
siempre y cuando, además de depender económicamente de aquel, acrediten la 
condición de invalidez, en los términos de la Ley 100 de 1993, artículo 47; sin embargo, 
dicha situación pudiera resultar restrictiva para eventuales beneficiarios, quienes con el 
fallecimiento del ser que los preveía económicamente, quedan desprotegidos; es por 
ello que de cara al Estado social de derecho, y de la actual Carta Magna, se deben 
analizar, no sólo los requisitos previstos por la ley, sino las condiciones de 
vulnerabilidad e indignidad en la cual queda quien sobrevive. 
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Abstract 
The survivor's pension in Colombia must be recognized to the brothers, as long as, in 
addition to being economically dependent on that one, they prove the condition of 
disability, in the terms of Law 100 of 1993, article 47, however, this situation could be 
restrictive for eventual beneficiaries, who with the death of the being that provided them 
with economic benefits, are left unprotected; that is why, in view of the Social State of 
Law and the current Magna Letter, we must analyze, not only the requirements 
stipulated by the Law, but also the conditions of vulnerability and indignity in which 
those who survive. 
 





Las pensiones en Colombia tienen como fin amparar a la población de las 
contingencias de vejez, invalidez y muerte, siendo la última de ellas la encargada de 
dar protección al núcleo familiar de quien, en vida, aportó al Sistema General de 
Pensiones; no obstante, para acceder a tal beneficio, resulta imperativo cumplir con los 
requisitos establecidos en la Ley 100 de 1993 y sus modificaciones.  
 
Para el caso específico de los hermanos, además de depender económicamente del 
afiliado o pensionado fallecido, deberá demostrar que, de conformidad con el baremo 
vigente en Colombia, esto es, el Decreto 1507 de 2014, Manual Único de Calificación 
de la Pérdida de la Capacidad Laboral y Ocupacional, cuenta con una pérdida de 
capacidad laboral del 50% o más. 
 
Sin embargo, en el territorio colombiano, existen infinidad de hermanos 
sobrevivientes que, a pesar de haber dependido económicamente durante toda su vida 
del causante, al momento del fallecimiento de este, quedan desprotegidos por no 
contar con una pérdida de capacidad laboral calificada formalmente; por tal razón, tal 
prestación deberá ser analizada a la luz de los criterios constitucionales que puedan 
ser tenidos en cuenta, con el fin de amparar la dignidad humana del hermano 
sobreviviente y que se encuentra en estado de vulnerabilidad, cumpliendo de este 
modo con la finalidad de la pensión de sobrevivientes. 
 
Planteamiento del problema 
 
En Colombia, el Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, regulado por la 
Ley 100 de 1993, reconoce la pensión de sobrevivientes a aquellos familiares más 
cercanos al pensionado o al afiliado al sistema que ha fallecido, en aras de procurarle a 
quienes subsisten, en términos de la jurisprudencia de la Corte Constitucional en su 
Sentencia C-896 de 2006, “al menos el mismo grado de seguridad social y económica 
con que contaban en vida del causante y salvaguardarlos así de la completa 
desprotección y de la posible miseria”. 
 
Dicha normatividad, señala específicamente quiénes serán los beneficiarios del 
reconocimiento de la prestación, indicando, en su artículo 47, modificado por el 
artículo 12 de la Ley 797 de 2003: 
 
BENEFICIARIOS DE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES. Son 
beneficiarios de la pensión de sobrevivientes (…) e) A falta de cónyuge, 
compañero o compañera permanente, padres e hijos con derecho, serán 
beneficiarios los hermanos inválidos del causante si dependían 
económicamente de éste” 
 
En este orden de ideas, los hermanos del pensionado o afiliado fallecido, tendrán 
derecho a que les sea reconocida la pensión de sobrevivientes, siempre y cuando, 
además del requisito objetivo, esto es, de conformidad con el artículo 46 de la 
mencionada norma, que se trate de un pensionado por vejez o invalidez, o que el 
afiliado al sistema que fallezca, hubiere cotizado cincuenta semanas dentro de los tres 
últimos años inmediatamente anteriores al fallecimiento, cumpla con los requisitos 
subjetivos; esto es, que dependa económicamente del causante y que se encuentre en 
estado de invalidez. 
  
Con respecto al estado de invalidez, indica el artículo 38 de la Ley 100 de 1993, que: 
“Para los efectos del presente capítulo se considera inválida la persona que por 
cualquier causa de origen no profesional, no provocada intencionalmente, hubiere 
perdido el 50% o más de su capacidad laboral”. 
 
Ahora bien, resulta pertinente indicar que el artículo 41 de la norma en cita, 
establece los parámetros para obtener la calificación de la invalidez, indicando:  
 
Art 41º: Calificación del estado de invalidez. El estado de invalidez será 
determinado de conformidad con lo dispuesto en los artículos siguientes y 
con base en el manual único para la calificación de invalidez vigente a la 
fecha de calificación. Este manual será expedido por el Gobierno Nacional 
y deberá contemplar los criterios técnicos de evaluación para calificar la 
imposibilidad que tenga el afectado para desempeñar su trabajo por 
pérdida de su capacidad laboral. 
 
El mismo artículo 41 dispone a quiénes les corresponde determinar el grado de 
invalidez, entre ellos al Instituto de Seguros Sociales –ISS-, hoy Administradora 
Colombiana de Pensiones - Colpensiones, las administradoras de riesgos profesionales 
–ARP-, entendidas en la actualidad como administradoras de riesgos laborales –ARL-, 
las compañías de seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y a las 
entidades promotoras de salud –EPS-, además de las juntas regionales y nacionales 
de calificación de invalidez. 
 
Así las cosas, de lo hasta aquí esgrimido, se tiene que aquellas personas que 
dependían económicamente de sus hermanos pensionados o afiliados fallecidos, y que 
al momento de ser examinados no alcanzan la calificación exigida para ser considerado 
invalido, como consecuencia de ello, el reconocimiento de la prestación de 
sobreviviente queda desprotegido por el sistema, por lo que atender la exigencia de 
comprobación del estado de invalidez, mediante un dictamen pericial, constituye una 
interpretación restrictiva e irrazonable de la ley, que desencadena en un menoscabo de 
los derechos fundamentales del hermano dependiente. 
 
Lo anterior, sin tener en cuenta lo estipulado en la Carta Magna de Colombia, y 
desconociendo valores y principios que en ella se incluyen, tales como la dignidad 
humana, el mínimo vital, y la solidaridad que debe existir entre los conciudadanos y 
conciudadanas, dejando de lado la historia de país, la realidad del mismo, las 
condiciones de debilidad manifiesta de quienes se han dedicado al cuidado de sus 
familias, padres, hermanos y que no han tenido oportunidades laborales para obtener 
por sus propios medios un sustento económico, desvirtuando además el propósito de la 
Seguridad Social Integral, el cual se encuentra consagrado en el preámbulo de la Ley 
100 de 1993, así:  
 
La Seguridad Social Integral es el conjunto de instituciones, normas y 
procedimientos, de que disponen la persona y la comunidad para gozar 
de una calidad de vida, mediante el cumplimiento progresivo de los planes 
y programas que el Estado y la sociedad desarrollen para proporcionar la 
cobertura integral de las contingencias, especialmente las que 
menoscaban la salud y la capacidad económica, de los habitantes del 
territorio nacional, con el fin de lograr el bienestar individual y la 
integración de la comunidad.  
 
Y en sí misma, la finalidad social de la pensión de sobrevivientes, que no es más 
que proteger el núcleo familiar del fallecido que ha aportado al sistema para afrontar los 
casos de contingencia propia y de quienes le han ofrecido cuidado, dedicación, 
protección y compañía; finalidad que se puede lograr de una forma más propicia 
atendiendo diversos criterios y/o principios constitucionales que, por mandato superior, 
ofrecen un mayor amparo a todos los ciudadanos colombianos, estando incluidos allí 
los hermanos dependientes económicamente del pensionado o afiliado fallecido. 
 
El reconocimiento de la pensión de sobrevivientes a hermanos dependientes 
económicamente del causante, pero que no cumplen con los demás requisitos 
contemplados en la Ley 100 de 1993 para ser beneficiarios de la subvención pensional, 
es un tema que resulta de gran importancia para el derecho laboral, ya que el mismo se 
sale de la órbita de la cotidianidad en las que son reconocidas este tipo de 
prestaciones, permitiendo así conocer nuevos escenarios en los cuales, aplicando la 
Constitución Política de Colombia, esto es, criterios y principios, podría ser posible el 
reconocimiento de derechos pensionales, en favor de los hermanos sobrevivientes que 
no cumplen con la totalidad de requisitos, siendo dable que se cumpla en un porcentaje 
más alto la finalidad y/o propósito con el que fue creada la pensión de sobrevivientes, la 
cual, para este grupo específico de beneficiarios (hermanos), tiene requisitos 
restrictivos y, por tanto, su reconocimiento solo lo alcanza un grupo mínimo de 
potenciales beneficiarios. 
 
En la actualidad, la finalidad de la pensión de sobrevivientes en favor de los 
hermanos se encuentra desnaturalizada, pues si bien es cierto que con la misma se 
pretende que los familiares del afiliado o pensionado puedan continuar recibiendo los 
beneficios económicos que le suministraba el fallecido, para que en su ausencia no se 
vean afectadas sus condiciones normales de vida, esta no se aplica en estricto sentido, 
pues para que sea reconocido este derecho el beneficiario debe acreditar una serie de 
requisitos que terminan siendo desproporcionales, en relación con el beneficio a 
obtener; por tanto, en el presente estudio se pretenden analizar nuevos criterios que 
pueden ser tenidos en cuenta al momento de reconocer este tipo de prestaciones en 
favor de los hermanos sobrevivientes, pues esa condición de invalidez exigida por la 
Ley para tener derecho a la pensión, debe ser analizada en un contexto más amplio, 
como por ejemplo, teniendo en cuenta las condiciones de vulnerabilidad, indefensión y 
debilidad manifiesta en las que se puede encontrar el hermano del afiliado o 
pensionado fallecido; así mismo, teniendo en cuenta el principio constitucional de 
solidaridad, el cual puede ser utilizado como un instrumento de protección para los 
hermanos del óbito que quedan desamparados. 
 
Lo novedad que tiene el presente trabajo investigativo, es que abre la posibilidad 
para que se puedan reconocer prestaciones económicas de carácter pensional a 
hermanos sobrevivientes, sin el cumplimiento estricto de ciertos requisitos que, en 
determinados eventos, resultan ser unos postulados caprichosos y totalmente ajenos e 
indiferentes a la realidad social que viven infinidad de personas, las cuales dedican 
toda su vida a velar por el bienestar y cuidado de sus seres queridos, y que al momento 
de fallecer estos, quedan en un total abandono y desprotección, por no cumplir quizá 
con meros formalismos preceptuados en la ley, cercenándosele de forma injusta la 
posibilidad de acceder al reconocimiento de sus derechos pensionales, pues en la 
actualidad no se analizan circunstancias diferentes a las señaladas en la ley para 
efectuar este tipo de reconocimiento, desconociendo así, en la mayoría de los casos, la 
importancia que puede tener la Constitución Nacional para que pueda ser factible el 
reconocimiento de la subvención pensional, en favor de los hermanos sobrevivientes 
que no cumplen con la totalidad de requisitos enlistados en la ley. 
 
Análisis de la finalidad social de la pensión de sobrevivientes en el Sistema 
General de Pensiones en Colombia. 
 
El Sistema General de Pensiones en Colombia nació con la Ley 100 de 1993, la cual 
fue creada con el propósito de garantizarle a la población colombiana la protección 
frente a diferentes contingencias que se pueden presentar a lo largo de la vida laboral. 
El artículo 10 de dicha norma, señala que el Sistema General de Pensiones tiene por 
objeto el siguiente:  
 
(…) garantizar a la población, el amparo contra las contingencias 
derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte, mediante el reconocimiento 
de las pensiones y prestaciones que se determinan en la presente Ley, 
así como propender por la ampliación progresiva de cobertura a los 
segmentos de población no cubiertos con un sistema de pensiones. 
 
De conformidad con lo anterior, dentro de las contingencias que entró a prever el 
Sistema General de Pensiones (Ley 100 de 1993), es la de muerte, entendida esta 
como la protección que se le debe ofrecer a los familiares del afiliado o pensionado 
fallecido.  
 
Es así que el artículo 13 de la Ley en mención, establece que: “Los afiliados tendrán 
derecho al reconocimiento y pago de las prestaciones y de las pensiones [cursivas 
añadidas] de invalidez, de vejez y de sobrevivientes [cursivas añadidas], conforme a lo 
dispuesto en la presente Ley”.  
 
La pensión de sobrevivientes exige el cumplimiento de unos requisitos, los cuales se 
encuentran regulados en la ley, para que sean suplidos por los posibles beneficiarios, 
al momento de producirse el fallecimiento del causante. 
 
Los requisitos para acceder a la subvención pensional por sobrevivencia se 
encuentran preceptuados en el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, la cual modificó el 
artículo 46 de la Ley 100 de 1993, así:  
 
Requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes. Tendrán derecho a 
la pensión de sobrevivientes: 1. Los miembros del grupo familiar del 
pensionado por vejez o invalidez por riesgo común que fallezca y, 2. Los 
miembros del grupo familiar del afiliado al sistema que fallezca, siempre y 
cuando éste hubiere cotizado cincuenta semanas dentro de los tres 
últimos años inmediatamente anteriores al fallecimiento. 
 
La pensión de sobrevivientes, como bien lo dice la norma, está dirigida al grupo 
familiar del pensionado o afiliado que fallece, siempre y cuando haya dejado cotizadas 
50 semanas anteriores al deceso, creando con esto una protección especial para ese 
grupo y/o núcleo familiar que queda “desprotegido”. 
 
Así lo ha definido la honorable Corte Constitucional, mediante Sentencia T-324 de 
2014, al manifestar que:  
 
La finalidad de la pensión de sobrevivientes, como componente del 
derecho a la seguridad social, es proteger al núcleo familiar del trabajador 
afiliado o pensionado que fallece, frente a las contingencias económicas 
derivadas de su muerte, de tal manera que les permita asegurar una 
subsistencia en condiciones dignas, máxime cuando dicha prestación es 
la única fuente de ingreso de sus beneficiarios. Al respecto, la Sala Plena 
de la Corte Constitucional en sentencia C-1094 de 2003 señaló: La 
pensión de sobrevivientes constituye entonces uno de los mecanismos 
instituidos por el legislador para la consecución del objetivo de la 
seguridad social. La finalidad esencial de esta prestación social es la 
protección de la familia como núcleo fundamental de la sociedad, de tal 
suerte que las personas que dependían económicamente del causante 
puedan seguir atendiendo sus necesidades de subsistencia, sin que vean 
alterada la situación social y económica con que contaban en vida del 
pensionado o afiliado que ha fallecido. En relación con los cargos 
formulados, la Corte encuentra que, en principio, la norma [artículo 13 Ley 
797 de 2003] persigue una finalidad legítima al fijar requisitos a los 
beneficiarios de la pensión de sobrevivientes, lo cual no atenta contra los 
fines y principios del sistema. 
 
Así las cosas, la naturaleza jurídica y finalidad de la pensión de sobrevivientes es 
permitir que los familiares del afiliado o del pensionado, puedan continuar recibiendo 
los beneficios económicos que aquel les causaba, para que en su ausencia no se vean 
tan afectadas sus condiciones normales de vida; dependencia económica del causante 
que no necesariamente debe ser total y absoluta, pues la misma puede ser parcial, 
como lo ha expuesto la Honorable Corte Constitucional, mediante Sentencia T-128 de 
2014, al señalar que:  
 
Esta condición se presenta cuando una persona demuestra: a) haber 
dependido de forma completa o parcial del causante; b) que a falta de la 
ayuda financiera del cotizante fallecido, habría experimentado una 
dificultad relevante para garantizar sus necesidades básicas, es decir, la 
dependencia económica se predica del que habría echado de menos los 
aportes del causante para satisfacer las necesidades básicas, en caso de 
la ausencia de éstos; o c) si a partir de la muerte del pensionado o 
cotizante que daba el aporte o el auxilio, los padres o hijos inválidos no 
son autosuficientes y se les afectó la condición económica y nivel de vida 
que mantenían antes de ese evento, lo que hace necesario suplir 
mediante la pensión solicitada ese ingreso que recibían. 
 
En idéntico sentido se ha pronunciado la Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Laboral, al manifestar que el beneficiario de la pensión de sobrevivientes no 
necesariamente se debe encontrar en situación de mendicidad y/o indigencia para 
acreditar el derecho a la pensión; así lo ha dicho, mediante Sentencia SL1263-2015, 
Magistrado Ponente Dr. Gustavo Hernando López Algarra. 
 
(…) en tanto que la jurisprudencia de las Corte ha sido reiterativa en el 
sentido de que la dependencia económica que se exige para acceder a la 
pensión de sobrevivientes no significa que el beneficiario se encuentre en 
estado de mendicidad o indigencia, pues el simple hecho de ser titular de 
un bien inmueble donde se resida no significa que se tenga autonomía 
económica.  
 
El reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, en favor de los beneficiarios del 
fallecido, se constituye entonces en la protección que debe recaer y/o recibir la familia 
del causante, la cual es considerada como la célula fundamental de la sociedad, con la 
cual se avanza en el cumplimiento y, a la vez, se garantiza el derecho a la seguridad 
social de dicho grupo familiar.  
 
El derecho a la seguridad social fue instituido por el legislador, con el propósito de 
que los familiares del afiliado o pensionado fallecido pudieran seguir atendiendo de 
forma digna sus necesidades, asimismo, para que las condiciones de vida que le eran 
proporcionadas por el causante no se vieran disminuidas significativamente, pues no se 
trata de que el beneficiario de la prestación económica simplemente sobreviva, sin 
importar en qué condiciones, sino por el contrario, lo que se propende es que su 
situación social y económica pueda continuar en condiciones muy similares a las que 
en vida le proporcionaba su familiar fallecido, pues no se trata de la cantidad de 
ingresos que ocasionalmente pueda percibir el familiar sobreviviente, sino la calidad de 
vida que continúe sobrellevando, a partir del fallecimiento de su ser querido. 
 
Ahora bien, respecto del nacimiento del derecho y la naturaleza de la pensión de 
sobrevivientes, la Corte Constitucional, mediante sentencia T-230 del año 2013, ha 
expresado que el derecho a la pensión de sobrevivientes nace cuando: 
 
(…) la persona pensionada por vejez o invalidez o el afiliado al sistema 
fallecen, generando una prestación económica a favor de los miembros 
del grupo familiar que dependían del causante, con el propósito de 
enervar las contingencias económicas derivadas de su muerte. Esta 
pensión constituye una garantía para satisfacer el mínimo vital respecto 
de quienes tenían una relación de dependencia, en desarrollo de los 
principios de solidaridad y universalidad que rigen el servicio público a la 
seguridad social, conforme se establece en el artículo 48 de la 
Constitución Política. 
De la naturaleza jurídica de la pensión de sobrevivientes se puede 
deducir, que ésta prestación goza de autonomía respecto de todo el 
régimen de pensiones porque tiene como fin suplir a unas determinadas 
personas que se ven directamente afectadas con la muerte de su padre, 
su cónyuge, su compañero o compañera permanente, sus hijos o sus 
hermanos [cursivas añadidas].  
 
Los beneficiarios de la pensión de sobrevivientes fueron estatuidos por el legislador 
en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 
2003, el cual enlista de forma taxativa los miembros del núcleo familiar que pueden 
acreditar el derecho a la pensión de sobrevivientes; asimismo, regula bajo qué 
condiciones una persona puede ser beneficiaria de la subvención pensional, así:  
 
Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes: 
a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero 
permanente o supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha 
del fallecimiento del causante, tenga 30 o más años de edad. En caso de 
que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el 
cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá 
acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su 
muerte y haya convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años 
continuos con anterioridad a su muerte; 
b) En forma temporal, el cónyuge o la compañera 
permanente supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del 
fallecimiento del causante, tenga menos de 30 años de edad, y no haya 
procreado hijos con este. La pensión temporal se pagará mientras el 
beneficiario viva y tendrá una duración máxima de 20 años. En este caso, 
el beneficiario deberá cotizar al sistema para obtener su propia pensión, 
con cargo a dicha pensión. Si tiene hijos con el causante aplicará el literal 
a). (…) 
c) Los hijos menores de 18 años; los hijos mayores de 18 años y hasta 
los 25 años, incapacitados para trabajar por razón de sus estudios y si 
dependían económicamente del causante al momento de su muerte, 
siempre y cuando acrediten debidamente su condición de estudiantes; y, 
los hijos inválidos si dependían económicamente del causante, esto es, 
que no tienen ingresos adicionales, mientras subsistan las condiciones 
de invalidez. Para determinar cuándo hay invalidez se aplicará el criterio 
previsto por el artículo 38 de la Ley 100 de 1993; 
d) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con 
derecho, serán beneficiarios los padres del causante si dependían 
económicamente de este; 
e) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e 
hijos con derecho, serán beneficiarios los hermanos inválidos del 
causante si dependían económicamente de éste [Cursivas añadidas] 
 
Conforme a la anterior estipulación, los hermanos sobrevivientes podrán ser 
beneficiarios de la prestación económica, siempre y cuando cumplan con dos 
presupuestos: i) depender económicamente del causante, y ii) cumplir con la condición 
de hermano inválido. 
 
En Colombia, para que una persona pueda ser considerada inválida debe cumplir 
con los presupuestos señalados en el artículo 38 de la Ley 100 de 1993, “Para los 
efectos del presente capítulo se considera inválida la persona que, por cualquier causa 
de origen no profesional, no provocada intencionalmente, hubiere perdido el 50% o 
más de su capacidad laboral”. 
 
En ese escenario jurídico, no cabe duda que la invalidez en la actualidad se acredita 
con el cumplimiento de un requisito meramente formal (dictamen de pérdida de 
capacidad laboral), formalidad que atenta en contra del principio de solidaridad y afecta 
el derecho a la seguridad social; no obstante, nada impide para que, en atención a 
otras circunstancias como lo son la edad, el estado de vulnerabilidad manifiesta en la 
que se encuentre el hermano del causante, sus condiciones de salud, su entorno 
social, entre otras situaciones, puedan influir hasta el punto de llegar a suplir esa 
condición de “invalidez” exigida por la norma, para que un hermano sobreviviente 
pueda ser acreedor de la subvención pensional. 
 
Factores que permiten inferir la existencia de vulnerabilidad manifiesta en un 
hermano, que le permita ser acreedor de la pensión de sobreviviente. 
 
Sea lo primero indicar que, como ya se referenció en el capítulo inmediatamente 
anterior, el literal e) del artículo 47 de la Ley 100 de 1993, señala como beneficiarios, a 
falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e hijos con derecho, 
a los hermanos inválidos del causante, si dependían económicamente de éste. 
 
Ahora bien, la invalidez predicha, ha de ser calificada de conformidad con el artículo 
41 del mismo estatuto de la seguridad social integral, el cual, a tenor literal expone:  
 
ARTÍCULO 41. CALIFICACIÓN DEL ESTADO DE INVALIDEZ. Artículo 
modificado por el artículo 142 del Decreto 19 de 2012. El estado 
de invalidez será determinado de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos siguientes y con base en el manual único para la calificación 
de invalidez vigente a la fecha de calificación. Este manual será expedido 
por el Gobierno Nacional y deberá contemplar los criterios técnicos de 
evaluación para calificar la imposibilidad que tenga el afectado para 
desempeñar su trabajo por pérdida de su capacidad labora.  
 
Así las cosas, imperioso resulta indicar que, a voces del Decreto 1507 de 2014, por 
el cual se expide el Manual Único para la Calificación de la Pérdida de la Capacidad 
Laboral y Ocupacional en Colombia, invalidez es “la pérdida de la capacidad laboral u 
ocupacional igual o superior al cincuenta por ciento (50%)”; a su vez, con respecto a la 
capacidad laboral, la define como “conjunto de habilidades, destrezas, aptitudes y/o 
potencialidades de orden físico, mental y social, que permiten desempeñarse en un 
trabajo”; y, finalmente, en cuanto a la capacidad ocupacional, refiere que es “la calidad 
de ejecución de una persona para llevar a cabo actividades de la vida cotidiana y 
ocupaciones. Depende de las habilidades motoras, procesamiento, comunicación e 
interacción, según las etapas del ciclo vital”.  
 
En ese sentido, al momento de determinar la invalidez, o de fijar el porcentaje de 
afectación del individuo que pretenda solicitar la pensión de sobrevivientes, como 
beneficiario de su hermano o hermana fallecida, las entidades encargadas de dicha 
calificación, referidas en el artículo 142 del Decreto 19 de 2012, esto es “Colpensiones, 
las ARL, las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y las 
EPS”, deberán limitarse a lo determinado en el manual único para la calificación de 
invalidez, y al anexo técnico integrante del mismo, a los lineamientos médicos, 
científicos, metodológicos y demás criterios allí previstos.  
 
En palabras del Órgano del Cierre Constitucional, en Sentencia T-038 de 2011, y por 
aplicación análoga a las pensiones de sobrevivientes, se concluye que:  
 
Es precisamente el resultado de la valoración que realizan los organismos 
médicos competentes el que configura el derecho a la pensión de 
invalidez, pues (…) ésta arroja el porcentaje de pérdida de capacidad 
laboral y el origen de la misma. De allí que la evaluación forme parte de 
los deberes de las entidades encargadas de reconocer pensiones, pues 
sin ellas no existiría fundamento para el reconocimiento pensional. 
 
No obstante, lo hasta aquí planteado, no se puede dejar de lado el deber positivo en 
cabeza del Estado, del que hace referencia el parágrafo 3 del artículo 13 de la Carta 
Política de 1991, el cual establece, “el Estado protegerá especialmente a aquellas 
personas que, por su condición económica, física o mental, se encuentren en 
circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra 
ellas se cometan”.  
 
Entendiéndose la debilidad manifiesta como aquella situación en la que se encuentra 
una persona por “su avanzada edad, por su mal estado de salud, por la carencia de 
ingreso económico alguno, por su condición de madre cabeza de familia con hijos 
menores de edad y/o por su situación de desplazamiento forzado, entre otras” 
(Sentencia T-820/09). 
 
Lo antes planteado debe analizarse a la luz de la finalidad de la pensión de 
sobrevivientes, bajo los preceptos esgrimidos por las altas cortes en Colombia; así 
pues, para la Corte Constitucional:  
 
La prestación económica denominada “pensión de sobrevivientes” tiene 
por objeto garantizar una renta periódica a los miembros del grupo familiar 
de quien dependían económicamente, como consecuencia de su muerte y 
de haber realizado, en vida, cotizaciones al sistema de seguridad social. 
Su finalidad es no dejar en una situación de desprotección o de abandono 
a los beneficiarios del afiliado o pensionado que fallece. (Sentencia SU-
005 de 2018). 
 
Por su parte, la Corte Suprema de Justicia, ha indicado, entre otras, en Sentencia 
SL1029-2019, que: 
 
No siendo los lazos o vínculos mediante los cuales se constituye la familia 
factores diferenciadores de las relaciones que a su interior se establecen, 
y siendo por el contrario la igualdad de derechos y deberes los 
fundamentos de dichas relaciones (artículo 42 C.P.), emerge 
incontestable que frente a contingencias o riesgos que la pueden afectar 
no es dable hacer distinciones entre sus miembros más allá de las que 
son propias a quienes se encuentran individualmente más expuestas que 
los demás, ya sea por su edad o por alguna otra condición específica de 
vulnerabilidad, de donde cabe entender, como así lo asienta en esta 
oportunidad la Corte, que la pensión de sobrevivientes no puede tener por 
finalidad distinta más que la protección de ese núcleo familiar, cuando 
quiera que el trabajador o pensionado, que ha sido su sostén económico, 
fallece. 
 
Entre tanto, el Consejo de Estado, puntualizó en Sentencia 08001-23-33-000-2013-
00660-01, que:  
 
Debe señalar la Sala que la sustitución pensional o pensión de 
sobreviviente tiene como propósito fundamental proteger a la familia que 
por causa del fallecimiento de la persona que proveía el sustento del 
hogar queda en situación de indefensión, ya sea por razones de tipo 
económico, físico o mental, respecto a quien debe pagar la mesada. Lo 
anterior con la finalidad de que vivan en condiciones dignas y con un nivel 
de existencia similar al que disfrutaban antes del fenecimiento del 
pensionado. De manera que la pensión sustitutiva, de conformidad con el 
marco legal busca la protección de los familiares que podrían verse 
afectados con el fallecimiento del pensionado, quien proveía de 
condiciones de subsistencia a la familia, para lo cual la pensión como 
prestación económica ayudaría a enfrentar las condiciones de 
contingencia derivadas de su muerte. 
 
En ese sentido, evidente resulta que, al unísono los Órganos de Cierre, tanto de la 
Jurisdicción Ordinaria, de la Contenciosa Administrativa, como de la Constitucional, 
confluyen al apuntar que lo que busca la pensión, causada por el afiliado o pensionado 
fallecido, tiene una finalidad, y no es más que dar protección a aquellos a quienes 
durante su vida dependían de este, y que, ante su ausencia tendrán que soportar 
situaciones que los ubican en condición de debilidad manifiesta, al encontrarse 
desamparados. 
 
Sin embargo, dicha finalidad tendrá que ser coadyuvada por el deber de protección 
que le corresponde ofrecer al Estado social de derecho a quienes, por su condición 
económica, física o mental, pueden encontrar vulnerados sus derechos fundamentales. 
 
De modo pues que, aun cuando el literal e) del artículo 47 de la Ley 100 de 1993, 
condiciona a los hermanos del causante, para acceder a la pensión de sobrevivientes, 
a ser sometido a una calificación que exclusivamente determinará su pérdida de 
habilidades y destrezas, que le permitan ser laboralmente, pueden existir diversos 
factores como la edad, de la cual se desprenden otras limitantes, como las físicas, 
sociales, culturales y económicas, las cuales le limitan para valerse por sí mismo, 
siendo ello contrario a la finalidad del Sistema General de Pensiones. 
 
Al respecto, puntualmente en cuanto al factor de la edad y de las consecuencias que 
de ella devienen, se ha pronunciado la Corte Constitucional en Sentencia T-252/17, 
indicando que:  
 
Ahora bien, conforme a la Constitución y la jurisprudencia de esta 
Corporación los adultos mayores hacen parte de la categoría de sujetos 
especialmente protegidos por el ordenamiento jurídico. Lo anterior, en 
razón a su edad y las debilidades que el avance de esta última genera en 
la realización de ciertas funciones y actividades. Estas características 
pueden motivar situaciones de exclusión social que repercuten 
negativamente en el acceso a oportunidades de orden económico, social 
y cultural, lo que justifica una diferenciación positiva para suprimir las 
barreras que se opongan a la igualdad material y enfrentar las causas que 
la generan. 
(…) Los adultos mayores son un grupo vulnerable, por ello han sido 
catalogados como sujetos de especial protección constitucional en 
múltiples sentencias de esta Corporación. Desde el punto de vista teórico, 
esto puede obedecer a los tipos de opresión, maltrato o abandono a los 
que puede llegar a estar sometida la población mayor, dadas las 
condiciones, físicas, económicas o sociológicas, que la diferencian de los 
otros tipos de colectivos o sujetos.  
(…) Por este motivo, es fundamental que se otorgue un trato 
preferencial a las personas mayores, con el fin de evitar posibles 
vulneraciones a sus derechos fundamentales y para garantizar la igualdad 
efectiva. Por ello, resulta indispensable que el Estado asuma las medidas 
necesarias para proteger a este grupo frente a las omisiones o acciones 
que puedan generar violación de sus derechos, obrando incluso sobre 
consideraciones meramente formales 
 
Por tanto, la restricción que se desprende del precitado artículo 47, circunscribe el 
derecho del núcleo familiar, especialmente a los hermanos o hermanas del afiliado o 
pensionado fallecido a cumplir con ciertas condiciones de salud, para alcanzar el 
derecho a percibir la pensión causada, omitiendo otros contextos propios de la realidad 
social, como lo es el analfabetismo, la falta de empleo, las condiciones normales que 
conllevan la edad, de quien ha quedado desprotegido al fallecer su hermano o 
hermana, y quien se dedicó toda su vida a procurar cuidados, compañía y afecto a su 
consanguíneo.  
 
En definitiva, la omisión de los diversos factores que ponen al hermano o hermana 
del causante en situaciones de desprotección o debilidad manifiesta, se convierte en la 
vulneración de sus derechos fundamentales, en el entendido de que no solamente las 
condiciones de salud, y menos aquellas que por su importancia médica no alcancen a 
ser valoradas dentro los rangos exigidos por la ley para alcanzar un grado de invalidez, 
deben ser un elemento determinante para alcanzar o no la condición de beneficiarios 
de la pensión de sobrevivientes. 
 
Aplicación de los principios constitucionales para salvaguardar la dignidad 
humana de los hermanos sobrevivientes 
 
Los principios constitucionales son aquellos preceptos que se encuentran 
consagrados en la Constitución Política de Colombia, los cuales están forjados y/o 
revestidos de valores éticos, que pueden ser utilizados como directrices, cuya 
aplicabilidad es de carácter vinculante; así lo ha definido la Corte Constitucional 
mediante Sentencia T-406 de 1992, la cual a su tenor literal reza: 
 
Los principios Constitucionales, a diferencia de los valores que establecen 
fines, consagran prescripciones jurídicas generales que suponen una 
delimitación política y axiológica reconocida y, en consecuencia, 
restringen el espacio de interpretación, lo cual hace de ellos normas de 
aplicación inmediata, tanto por el legislador como por el juez 
constitucional. (…) Su alcance normativo no consiste en la enunciación de 
ideales que deben guiar los destinos institucionales y sociales con el 
objeto de que algún día se llegue a ellos; su valor normativo debe ser 
entendido de tal manera que signifiquen una definición en el presente, una 
base axiológico-jurídica sin la cual cambiaría la naturaleza misma de la 
Constitución y por lo tanto toda la parte organizativa perdería su 
significado y su razón de ser. Los principios expresan normas jurídicas 
para el presente; son el inicio del nuevo orden. 
  
Los principios fundamentales del Estado son una pauta de interpretación ineludible 
por la simple razón de que son parte de la Constitución misma y están dotados de toda 
la fuerza normativa que les otorga el artículo cuarto del texto fundamental. Sin 
embargo, no siempre son suficientes por sí solos para determinar la solución necesaria 
en un caso concreto. No obstante, el hecho de poseer valor normativo, siguen teniendo 
un carácter general y, por tanto, una textura abierta, lo cual, en ocasiones, limita la 
eficacia directa de los mismos. En estos casos se trata de un problema relativo a la 
eficacia más o menos directa de los principios, y no a un asunto relacionado con su 
falta de fuerza normativa. En síntesis, un principio constitucional jamás puede ser 
desconocido en beneficio de otra norma legal o constitucional, o de otro principio no 
expresamente señalado en la Constitución, pero puede, en ciertos casos, necesitar de 
otras normas constitucionales para poder fundamentar la decisión judicial. 
 
Es así que los principios constitucionales o también llamados principios 
fundamentales, son aquellas prescripciones que contienen pautas susceptibles de ser 
aplicadas en diferentes ámbitos del ordenamiento jurídico, toda vez que hacen parte 
integral de la constitución nacional, lo cual los constituye en verdaderas normas 
jurídicas al estar consagradas en la llamada “norma de normas”, cuya aplicabilidad está 
sujeta, en algunas oportunidades, a un desarrollo normativo adicional y/o 
complementario. 
 
Así mismo, la Corte Constitucional, en la sentencia anteriormente citada, señaló que 
son tan importantes los principios constitucionales dentro de un ordenamiento jurídico, 
que ninguna norma y/o postulado puede estar en contradicción de dichos preceptos 
fundamentales, pues los mismos están consignados en la norma superior, y por tal 
razón tiene prevalencia; la Corte Constitucional sobre el particular, dijo: 
 
Como se señaló anteriormente, los principios constitucionales son la 
base axiológico-jurídica sobre la cual se construye todo el sistema 
normativo. En consecuencia, ninguna norma o institución del sistema 
puede estar en contradicción con los postulados expuestos en los 
principios. De aquí se deriva el hecho de que toda la discrecionalidad 
otorgada a los órganos y creadores del derecho debe estar fundada a 
partir del hilo conductor de los principios. La movilidad del sentido de una 
norma se encuentra limitada por una interpretación acorde con los 
principios constitucionales. Los derechos fundamentales son, como 
todas las normas constitucionales, emanación de los valores y principios 
constitucionales, pero su vinculación con estos es más directa, más 
inmediata, se aprecia con mayor evidencia. Todo derecho fundamental 
debe ser emanación directa de un principio. (Sentencia T-406 de 1992). 
 
De otra parte, Portela (2010), respecto de los principios constitucionales manifestó: 
“La noción de principio jurídico tiene que ver con algo ideal, absoluto, programático y 
que constituye una especie de puerta que comunica al derecho con la moral, a partir de 
invocaciones genéricas a la equidad y a la justicia” (párr. 12). Es decir, que dichos 
principios están relacionados con la forma de vivir del ser humano y de cómo se le 
protegen, garantizan y/o aplican los principios constitucionales.  
 
En la Constitución Política de Colombia existen diversos principios constitucionales, 
entre los cuales se encuentra el de la dignidad humana, el cual ha sido definido por 
Bechara (2017), así: 
 
El principio de dignidad humana goza de una posición privilegiada dentro 
de nuestro sistema jurídico colombiano, es tal su importancia [cursivas 
añadidas] (entendiéndolo desde el punto de vista de su estructura como 
un derecho fundamental) que sirve de contenido interpretativo para 
llenar de significados y entendidos normativos otros principios no solo de 
nuestra justicia constitucional, sino de los demás órdenes jurídicos 
específicos (piénsese en el derecho penal, la justicia laboral y el derecho 
de la seguridad social, el derecho administrativo y del Estado, el derecho 
privado en todas sus vertientes, etc.) [cursivas añadidas] por mencionar 
algunas de sus esferas de protección material. (p. 18). 
 
Lo relevante en torno al principio de dignidad humana, es el doble 
alcance que presenta en nuestro sistema normativo, en un primer orden 
a escala constitucional superior, y es de posicionarse como un principio 
base o “matriz” de nuestra norma fundamental, en un plano 
estrictamente de la consagración formal de sus márgenes de acción, y 
en un segundo momento, realizando un procedimiento de irradiación 
normativa, como ya lo mencionábamos en el capítulo anterior, 
permeando todo nuestro derecho colombiano, de tal modo que sirve de 
medida proporcional para otros principios constitucionales, que consagra 
nuestra propia Constitución de 1991. Que apoyándonos desde la 
concepción del derecho de Dworkin, este principio de dignidad se 
convierte en un principio integrador del modelo de justicia constitucional 
de todo el ordenamiento jurídico colombiano. Poniendo de presente 
además, que el principio de dignidad humana, resuelve los conflictos (en 
un sentido de antinomias jurídicas) o más bien las colisiones entre otros 
principios que enfrenten en el caso concreto, indeterminaciones o vacíos 
normativos frente a derechos fundamentales. (p. 19) 
 
En este orden de ideas, el principio de dignidad humana es fundamental y 
determinante dentro del ordenamiento jurídico colombiano, pues el mismo puede ser 
utilizado como una base interpretativa en diferentes ámbitos del derecho, incluso, en el 
laboral, y así dirimir y/o resolver de forma pacífica cualquier tipo de controversia que se 
llegue a suscitar, toda vez que es considerado como un principio integrador y, por tal 
razón, es aplicable, inclusive, frente a vacíos normativos. 
 
La dignidad humana también puede ser entendida como un principio constitucional y 
como un derecho fundamental, pues es tan relevante que la misma se encuentra 
estatuida desde el artículo primero de la Constitución Nacional, así: 
 
ARTICULO 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en 
forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus 
entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en 
el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 
 
De otra parte, el artículo 4 de la Carta Magna, señala que la misma es norma de 
normas, y por tal razón todas las disposiciones que se encuentren en ella 
contempladas tendrán prelación en cuando a su aplicación, respecto de disposiciones 
contenidas en otras normas y/o preceptos de menor jerarquía, articulado que a su tenor 
literal reza: “artículo 4. La Constitución es norma de normas. En todo caso de 
incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las 
disposiciones constitucionales”. 
 
Que, al ser la dignidad humana de raigambre constitucional y susceptible de ser 
utilizada en cualquier situación, nada obsta para que dicho principio sea aplicado en 
favor de los hermanos sobrevivientes que, por algún motivo, no cumplen con el lleno de 
los requisitos exigidos en la Ley 100 de 1993, artículo 47, para ser beneficiarios de la 
prestación económica dejada por el afiliado o pensionado fallecido.  
 
Los hermanos sobrevivientes que dedican su vida al cuidado y protección de su ser 
querido, y que, al momento del fallecimiento de éste, no cuentan con una pérdida de 
capacidad laboral calificada (superior al 50%), pierden de forma “injusta” su derecho a 
recibir la pensión de sobrevivientes, quedando en la mayoría de los casos, en un total 
abandono y desprotección, pues su única fuente de sustento económica y emocional 
era la que le proporcionada el hermano afiliado o pensionado fallecido. 
 
Existen eventos en los que el estado de abandono, desprotección y desidia en el que 
queda un hermano sobreviviente, es tan evidente que raya o contraría con el principio 
de dignidad humana, el cual también es entendido como un derecho fundamental, y el 
cual debe primar en este tipo de situaciones, pues siempre debe prevalecer dicho 
precepto constitucional, por el simple hecho de estar consagrado en la norma de 
normas; así las cosas, la ley, que para el caso concreto es la Ley 100 de 1993, no 
consagra expresamente la forma en que los hermanos o hermanas del fallecido, que no 
tienen una pérdida de capacidad laboral determinada, no obstante, que por su edad, 
situación de vulnerabilidad, enfermedad, grado de escolaridad, dedicación al hogar, 
inactividad en el mercado laboral, entre otros factores, pueden llegar a acceder a la 
subvención pensional por sobrevivencia, por aplicación integral de los principios 
constitucionales, pues las condiciones de vulnerabilidad en la que quede el hermano o 
hermana sobreviviente pueden, en determinado momento, llegar a suplir el porcentaje 
de calificación de pérdida de capacidad laboral requerido por la norma. 
 
La anterior concepción, le permite al hermano o hermana sobreviviente proseguir 
con su vida en condiciones dignas, para lo cual es necesario acudir y dar aplicación a 
los principios constitucionales, específicamente al de dignidad humana, con el 
propósito de que ese hermano o hermana sobreviviente no quede desprotegido, y con 
ello se desconozca y/o desfigure la finalidad de la pensión de sobrevivientes, que no es 
otra diferente a que el núcleo familiar más cercano del afiliado o pensionado fallecido, 
goce de las mismas prerrogativas y condiciones de vida (aportes económicos y 
emocionales) que le propiciaba el causante antes de morir, pues la norma (Ley 100 de 
1993) no debe ser entendida de forma taxativa en cuanto a sus requisitos para tener 
derecho a la subvención pensional, toda vez que debe primar las particularidades de 
cada caso, es decir, que se deben tener en cuenta las condiciones específicas en las 
que queda el hermano o hermana del fallecido y, dependiendo de ello, se podrá 
determinar si hay lugar o no a la aplicación, por integración normativa, de los principios 
constitucionales consagrados en el ordenamiento jurídico colombiano.  
 
Ahora bien, por el simple hecho de pertenecer a un Estado social de derecho como 
el de Colombia, existe por parte del Estado el deber de garantizar, en favor de todas las 
personas que integran el conglomerado colombiano, una vida en condiciones dignas, 
que le permitan un adecuado desarrollo de sus condiciones, proyectos y expectativas 
de vida; así lo señaló la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-336 de 2008, al 
manifestar que: 
  
ESTADO SOCIAL DE DERECHO-Deberes que le impone el 
reconocimiento de la dignidad humana como su fundamento. Declarar que 
la dignidad humana representa el primer fundamento del Estado social de 
derecho implica consecuencias jurídicas a favor de la persona, como 
también deberes positivos y de abstención para el Estado a quien 
corresponde velar porque ella cuente con condiciones inmateriales y 
materiales adecuadas para el desarrollo de su proyecto de vida [cursivas 
añadidas]. Por condiciones inmateriales se entienden los requerimientos 
éticos, morales, axiológicos, emocionales e inclusive espirituales que 
identifican a cada persona y que siendo intangibles e inmanentes deben 
ser amparados por el Estado, pues de otra manera la persona podría ser 
objeto de atentados contra su fuero íntimo y su particular manera de 
concebir el mundo. Por condiciones materiales han de entenderse los 
requerimientos tangibles que permiten a la persona vivir rodeada de 
bienes o de cosas que, según sus posibilidades y necesidades, le 
permiten realizar su particular proyecto de vida.  
 
Por lo anterior, y para finalizar, al ser el principio de dignidad humana una 
prerrogativa que está en cabeza del Estado, el mismo debe ser suficiente y aplicado 
para salvaguardar la integridad y dignidad de los hermanos sobrevivientes, que pese a 
no cumplir con la totalidad de requisitos exigidos para ser beneficiarios de la pensión 
por sobrevivencia, se les pueden ser tenidos en cuenta otros aspectos diferentes a los 
esgrimidos por la norma, con el propósito de que puedan alcanzar la calidad de 
beneficiarios (sin necesidad de tener una calificación), y así poder acceder al 
reconocimiento pensional y, por ende, propiciarles a los hermanos del fallecido una 
vida en condiciones dignas, pues es una forma de alivianar la tristeza y desazón por la 
partida del ser que sustentaba el hogar; asimismo, de que se cumpla con la finalidad de 
la pensión de sobrevivientes, y es que en realidad el núcleo familiar del óbito quede 
protegido, además, cumplir con el deber del Estado social de derecho, que es 





La pensión de sobrevivientes debe propender por la protección de quienes, en vida 
del causante, constituían su familia, quienes ofrecían compañía, protección y cuidados, 
garantizando el derecho a la seguridad social de dicho grupo familiar, para que, ante su 
ausencia, no se vean disminuidas sus condiciones de vida y, por consiguiente, su 
dignidad; ya que es precisamente lo que persigue el Sistema General de Pensiones al 
afiliar a los trabajadores, resguardar las eventualidades, como la vejez, la invalidez o la 
muerte. Así las cosas, resulta inadmisible las barreras que impiden a los beneficiarios 
de dichas prestaciones acceder a ellas, específicamente a los hermanos que no 
cumplan con la condición de invalidez prevista en la norma. 
 
De otro lado, existen diversos factores que permiten inferir la existencia de 
condiciones de vulnerabilidad en un hermano sobreviviente, como por ejemplo, la edad, 
el estado de salud, las condiciones socioeconómicas, el nivel de estudios, la inactividad 
laboral, entre otros factores que hacen que, a partir del fallecimiento del afiliado o 
pensionado fallecido, ese hermano sobreviviente quede en un estado de indefensión y 
vulnerabilidad manifiesta y el cual debe de ser protegido por el Estado colombiano, en 
aplicación a los preceptos constitucionales existentes, pues, si bien es cierto, la ley 
establece unos parámetros para el reconocimiento de las prestaciones económicas, 
nada obsta para dar aplicación a la Constitución, la cual es “norma de normas”, y así 
tener en cuenta los factores de vulnerabilidad, los cuales suplirían el requisito formal de 
pérdida de capacidad laboral exigido por la Ley 100 de 1993 y, por ende, sería posible 
acceder al reconocimiento pensional. 
 
Finalmente, imperioso resulta indicar que la falta del requisito subjetivo impuesto por 
la Ley del Sistema General de Pensiones, esto es, cumplir con la condición de 
invalidez, no puede ser un elemento restrictivo para que los hermanos del causante 
accedan a la pensión de sobrevivientes, dejando de lado los principios constitucionales, 
como la dignidad humana, el cual también es entendido como un derecho fundamental, 
y cuya vulneración se armonizaría con la desnaturalización del fin de las pensiones en 
Colombia, especialmente con la subvención de sobrevivientes, y que ya ha discurrido 
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